 

PROYECTO DE LEY
 

 

 

El  Honorable Senado y la Cámara  de Diputados  de la  Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de ley

 
 
Artículo 1: Los agentes comprendidos en los alcances de la Ley 13.026 que formulen por escrito su intención de adherirse a la misma  ante  el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires y/o  ante la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Subsidios del Banco Provincia de Buenos Aires  gozarán de los beneficios previsionales y de reconocimiento  de antigüedad en los términos que ella establece.

 
 Artículo 2: Los agentes interesados en dicho reconocimiento deberán, conjuntamente con la presentación formal,  acreditar con carácter excluyente,  la totalidad de las circunstancias que prueben el cumplimiento de los requisitos exigidos por la ley 13026.

 
 Artículo 3 : Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS
  
La Ley 13026  ha reconocido a los agentes públicos exonerados, cesanteados  o inducidos a renunciar a sus cargos por causas políticas, gremiales o estudiantiles o  que hayan sufrido prisión, exilio o privación de la libertad  por causas no delictivas durante los  gobiernos de facto de nuestra historia nacional, el derecho  a computárseles, a los fines  previsionales y de antigüedad,  los períodos de inactividad como efectivamente cumplidos.

 
La ley de marras  exige, a fin de gozar de ese beneficio, el cumplimiento  de requisitos, así como también reconoce excepciones, recuperos de aportes y derechos de los causahabientes, limitando su  aplicabilidad al plazo de 180 días desde la vigencia de la misma, autorizando al Poder Ejecutivo prorrogarlo por el mismo plazo  en virtud de las  necesidades que se detecten.

 
Del análisis de los antecedentes de la ley 13026 surge que  el primer avance legislativo en la materia  fue la Ley 11729  de 1995 que permite implementar un mecanismo de recomposición  o restablecimiento del equilibrio ante situaciones de tremenda injusticia y de abuso de poder, durante un periodo antidemocrático,  restringiendo la vigencia de la norma  también a seis meses. 

 
Posteriores modificaciones han ampliado los alcances, tanto en razón de materia como de personas y éste es el espíritu amplio y onmicomprensivo que ha de ser rescatado. Basta con observar que hasta  reconoce el beneficio a quienes hayan sido inducidos a renunciar, implicando ésto  la dificultad de los medios probatorios, por lo que  admite cualquier medio de prueba  a fin de facilitar la inclusión.

 
Si ése ha sido el objetivo del legislador, la vigencia acotada en el tiempo ( casi como única limitación real y tangible) excluye a ciudadanos  que han soportado las mismas situaciones de injusticia pero que por desinformación o desconocimiento  o por falta de acceso, se les priva de gozar de beneficios  agraviándose el principio de igualdad ante la ley, esencia de la base democrática de  nuestro gobierno.

 
Ante los reclamos atendidos sobre esta problemática, el proyecto de ley que se propone  aspira,  con idénticos condicionamientos pero sin plazos de vigencia, reparar  en su totalidad a los ciudadanos  bonaerenses que han  tenido que  soportar en sus vidas persecuciones laborales, tipificándose situaciones de verdadero abuso, maltrato y violencia laboral provocado por los propios funcionarios de poder público provincial, siendo el momento  político propicio para  su  legislar  sobre esta recompensa.

